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CONTENIENDO RESISTENCIA EN CHILE: FORMAS DE GOBERNAR/CO-
OPTAR TERRITORIALIDADES PARA FINES EXTRACTIVISTAS EN 




Este estudio examina los diferentes tipos de mecanismos usados por el estado 
y las corporaciones transnacionales para gobernar a los miembros de las 
comunidades afectadas o amenazadas por extractivismo en su territorio. 
Basado en estudios etnografícos, entrevistas y documentos oficiales del Estado 
y empresas foresales, el estudio identifica mecanismos claves de cómo los 
estados y corporaciones se comprometen a asegurar un consentimiento no 
violento de los gobernados en 'territorios en resistencia' (Zibechi 2012) contra el 
extractivismo. Los hallazgos apuntan a la naturaleza cambiante de controlar 
territorios basado tanto en inclusión por un lado y violencia por otro (zanahoria 
y palo). Entonces, las operaciones extractivistas funcionan a base de una 
relación enredada de múltiples actores y territorios, no solo de empresas y la 
comunidad local. Adaptando un marco de SLO brinda a los actores estatales y 
privados una sutil forma de gobernar comunidades resistentes, manteniendo 
una aperencia de acoger ideales democraciticos incluyentes y participativos 
Aunque estos mecanismos puedan parecer beneficiosos, también afectan la 
fábrica social de la comunidad e interrumpen procesos de auto-organización e 
independencia productiva (en este ámbito entendido como la capacidad de la 
comunidad misma de sostener la vida en el territorio que habita). 
 
Introducción 
En Chile, los encuentros violentos entre communidades mapuche y el Estado 
ha estado recibiendo atención en los medios de comunicación en los últimos 
años. Las protestas mapuche han incrementado mientras las corporaciones y 
el Estado reclaman lo que tradicionalmente eran territorios mapuche. Las 
plantaciones forestales, la industria salmonera, los proyectos de infraestructura 
y los residuos de las instalaciones industriales continúan siendo una amenaza 
constante para la subsistencia y la cultura mapuche. Los movimientos locales 
han sido fuertemente reprimidos por el Estado, resultando en homicidios y 
abusos violentos en las comunidades mapuche. Muchos han sido encarcelados 
y procesados bajo la legislación vigente contra el terrorismo, remanente de la 
dictadura de Pinochet. Todo esto también ha provocado preocupación en las 
organizaciones internacionales de derechos humanos, llamando al Estado para 
que tome medidas para respetar los derechos de los pueblos indígenas (Inter-
American Court of Human Rights , 2014; UN Human Rights committee, 2014; 
Amnesty International, 2017). Sin embargo, más allá de los encuentros 
violentos, también hay otra forma de control disciplinario sutil de las 
comunidades afectadas por las inversiones industriales y, que es mucho más 
difícil de detectar basándose en las noticias que emiten desde las zonas en 
conflicto. Esta sutil forma de dominación es promulgada no sólo por el Estado, 
sino también por las empresas que buscan acceso al territorio y recursos 
naturales, y se manifiesta bajo etiquetas tan benevolentes como programas 
gubernamentales de desarrollo y responsabilidad social corporativa (RSC), 
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utilizados para asegurar una "licencia social para operar" (LSO) supuestamente 
otorgada por los grupose de interes de la comunidad local. 
LSO como concepto surgió originalmente en respuesta a la creciente oposición 
local a los proyectos de extracción de recursos naturales (Boutilier y Thomson 
2012), originalmente en la minería, pero desde allí se ha extendido a otros 
sectores como también el sector forestal (Edwards y Lacey, 2014; Ehrnström-
Fuentes y Kröger 2017). La creciente oposición local, ha obligado a las 
corporaciones a cambiar su enfoque desde una vision de maximisar el valor 
para los accionistas a también, contribuir o hasta compartir (Porter y Kramer, 
2011) su valor agregado con los locales para garantizar relaciones pacificas en 
la comunidad donde están ubicadas sus operaciones (Bice y Moffat, 2014, 
Owen y Kemp 2012, Parsons et al, 2014, Prno 2013, Sing 2014). Al contrario 
de la licensia operativa, se supone que la LSO no está otorgada por los 
estados ya que, para obetener una licencia social, es la comunidad y no el 
Estado quién responsabiliza a la empresa por sus acciones (Bice y Moffat, 
2014, Edwards y Lacey, 2014, Gunningham et al 2004, Hall y otros, 2015, Melé 
y Armengou, 2015, Parsons y otros, 2014, Prno y Slocombe, 2012). El enfoque 
del concepto está en "la meta compartida tanto para la industria como para las 
partes interesadas de la comunidad / ciudadanía en la negociación de 
propuestas de desarrollo" (Hall et al., 2015). Como tal, el enfoque está en la 
colaboración entre comunidades y empresas para crear un ambiente favorable 
y libre de conflictos, contribuyendo así al bienestar de la comunidad a través de 
programas de desarrollo social (Bice y Moffat 2014; Harvey y Bice 2014; Y 
Franks 2014). 
Sin embargo, el enfoque de ganar-ganar (win-win) de la LSO hace que la 
conceptualización de ella excluya persepctivas de aquellos habitantes quien 
pierden si entran en una relación con la corporación inversora (win-lose) 
(Ehrnström-Fuentes, 2017). Esto indica que la LSO de hecho es utilizada para 
co-optar las comunidades vulnerables al interés de las corporaciones 
convenciéndoles así de aceptar operaciones no deseadas en sus comunidad 
(Esteves y Vanclay 2009, Westoby y Lyons 2016). Desde esta perspectiva, 
LSO es una herramienta para gobernar a las comunidades, utilizada para 
mejorar la legitimidad moral corporativa (Melé y Armengou, 2015), minimizando 
el riesgo de oposición local en la comunidad afectada por su operación 
(Martínez y Franks, 2014). Por lo tanto, para los movimientos con diferencias 
inconmensurables en términos de cómo vivir en el lugar en disputa y quienes 
luchan por la autonomía y la autodeterminación, LSO no es benevolente sino 
debe ser vista como una fuente de política de dominación y cooptación, con el 
objetivo de interrumpir y alinear los intereses de los movimientos con los de las 
corporaciones. 
Como un procesos politico de legitimar presencia, LSO es más que un 
mecanismo de gobernanza de sujetos políticos; sus efectos se sienten más allá 
del ámbito social de las relaciones humanas y por lo tanto la política que 
implica afecta también más que las subjetividades humanas. Cuando las 
corporaciones extractivas buscan asegurar su LSO en un territorio 
determinado, es el significado del mismo territorio y de las identidades que 
habita ese lugar que se encuentra en el centro de la lucha (Bebbington et al 
2007, Escobar, 2008, 2011). Por lo tanto, LSO busca gobernar no solo 
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identitades pero "territorialidades", la compleja relación total de identidades en 
su relación con el territorio que habita (Porto-Gonçalves, 2009). Como tal, los 
procesos para asegurar una LSO deben entenderse como políticas de 
“territorialización" (Porto-Gonçalves, 2009); son políticas sobre quién tiene 
derecho a definir y reivindicar los significados de los territorios en disputa. Es 
una lucha entre aquellos que desean llenar el territorio con significados 
vinculados al extractivismo (desarrollo, progreso, extracción de recursos; 
modernidad/(colonialidad)) y aquellos quienes quieren convivir con el territorio 
como un sitio de reproducción cultural y material (Escobar, 2008; 2011), para la 
creación de una autonomía auto-organizada (Reyes y Kaufman 2011). Estos no 
son sólo significados, sino que como los territorios están involucrados, la forma 
en que la vida cotidiana se lleva a cabo en relación con los territorios juega un 
papel importante en marcar los límites politico (limites politico en el sentido de 
las posibilidades dela actor de poder imaginar y legitimizar sus acciones y 
voluntades) de los actores involucrados. (Ehrnström-Fuentes, 2016a). Sin 
embargo, exactamente cómo la LSO se manifiesta como una política de 
territorialización es un área que necesita más atención en el debate actual 
sobre las relaciones entre las empresas y la comunidad. 
Además, aunque raramente se menciona a los estados-nación como parte en 
la negociación de los SLO, todavía mantienen el poder soberano sobre 
territorios ubicados dentro de su jurisdicción. Sin embargo, las intervenciones 
comunitarias que emergen de el Estado y de las corporaciones están 
entrelazadas en el freno de la resistencia en las comunidades locales. Como se 
ha señalado en otro lugar, en el extractivismo, es más común que los estados 
nacionales se asocien con las corporaciones que con los locales, para 
promover el interés de la industria por encima de las de las comunidades 
locales (Acad., Gudynas, 2012; Lo que esto significa es que las estrategias 
empleadas que conducen a la obtención de un SLO en las comunidades 
locales no sólo pueden ser examinadas con base en intervenciones 
corporativas, sino que deben colocarse en un contexto más amplio de 
relaciones entre estados, corporaciones y actores locales. Actualmente, la 
mayoría de los debates sobre cómo los estados y las corporaciones se 
enfrentan y resuelven la resistencia de las comunidades locales, o bien se 
centran en las políticas estatales (por ejemplo, Banerjee 2010) o en las 
intervenciones corporativas (por ejemplo, Bebbington et al 2007, Gudynas 
2012, Escobar, 2008, Kröger 2014, Zibechi, 2011, Ehrnström-Fuentes y Kröger 
2017, Parsons et al., 2014, 2014, Prno, 2013, Prno y Slocombe, 2012, Owen y 
Kemp, 2012, Sing, 2015, Westoby y Lyons, 2016). Por lo tanto, es necesario 
ampliar la visión para entender la interacción entre estados, corporaciones y 
comunidades en las negociaciones sobre quién tiene el derecho de reclamar 
territorios para la reproducción de la vida o los intereses económicos. 
En este estudio se examinan los diferentes tipos de mecanismos utilizados por 
el Estado y las corporaciones para poder gobernar territorios a fines 
extractivistas. Basado en estudios etnografícos, entrevistas y documentos 
oficiales de el Estado y empresas foresales, el studio identifica mecanismos 
claves de cómo los estados y corporaciones se comprometen a asegurarse un 
consentimiento no violento de los gobernados en 'territorios en resistencia' 
(Zibechi 2012) contra el extractivismo. 
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Los hallazgos apuntan a la naturaleza cambiante de controlar territorios basado 
tanto en inclusion por un lado y violencia por otro (zanahoria y palo). Entonces, 
operaciones extractivistas funciona a base de una relacion enredada de 
múltiples actores y territorios, no solo de empresas y la comunidad local. 
Adaptando un marco de SLO brinda a los actores estatales y privados una sutil 
forma de gobernar comunidades resistentes, mientras manteniendo una 
aperencia de acoger ideales democraciticas de inclusión y participación. 
Encontramos que las nuevas formas de gobernar en la era de el extractivismo 
global (con gobiernos progresistas) se llevan a cabo mediante la gobernanza 
de imaginarios, la gobernanza de materialidades, y la gobernanza de procesos 
participativos (es decir, diálogos con grupos de interés, audiencias públicas, 
etc.). Tales intervenciones desestabilizan la organización local contra el 
extractivismo produciendo un consentimiento fabricado bajo la emblema de 
LSO. Lo que vemos en Chile es que la resistencia está creciendo no sólo en los 
territorios en disputa, sino también en el público en general. De hecho, el 
fracaso de las formas no violentas de gobernar, o el fracaso en lograr una LSO 
contribuye de manera significativa a la escalación de violencia estatal en los 
territorios mapuches. Cuando el LSO no es asegurada a través de formas no-
violentas de gobernanza, el estado interviene y utiliza leyes antiterroristas para 
encarcelar y continuar la represión violenta del movimiento de resistencia 
mientras que sigue afirmando defender los ideales democráticos. 
 
2. Marco teorico  
En camino hacia autonomia: movimientos en movimiento 
En términos generales, la lucha por la autonomía de los movimientos sociales 
se ha definido como luchar desde su propia posición sin interferencias de otros 
movimientos y sin subordinar sus demandas a otras prioridades externas (Scott 
citado en Boehm et al. 2010, mirar también Tricot, 2013; Reyes y Kaufmann 
2011). 
Boehm et al. (2010) identifican tres grandes líneas de autonomía del capital, la 
autonomía del estado y la autonomía de la dominación colonial y la 
dependencia del desarrollo. La lucha por la autonomía se refiere aqui al 
derecho a definir los significados y prácticas de los territorios que uno defiende. 
Sin un cierto nivel de autonomía frente a las dominaciones capitalistas, 
estatales y coloniales, los movimientos territoriales no pueden defenderse 
contra la maquinaria del Estado y de las corporaciones, sino que son fácilmente 
gobernados por quienes reclaman acceso a territorios. Esto significa que todas 
las lineas de autonomia estan ligadas entre si, ni una sin la otra.  
Con respecto al movimiento Mapuche autonomista, Tricot (2013) sostiene que 
la autonomía, tanto del ‘país’ (territorial) como del ‘mundo’ (territorialidad) 
mapuche  están a veces experesados de manera indistinta, lo que muestra su 
unicidad y caracter de totalidad y, ambos son clave para entender el 
movimiento autonomista mapuche: 
“se aboca no solamente al despliegue de una matriz simbólica opuesta a 
la matriz simbólica dominante enarzada por su smemoria ancestral, sino 
a la impliementación de un repertorio de acciones que lo enfrentó 
directamente al Estado y las empresas forestales. A la territorialidad 
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chilena en su especificidad neoliberal se le opuso la territorialidad 
mapuche.” (Tricot, 2017; p. 295) 
El territorio mapuche, entonces, “constituye un constructo social y espacio de 
disputa, espacio de poder donde confrontan la memoria, la identidad, el idioma, 
la historia, la cultura, la cosmovisión y la vida chilena. En este sentido, uno 
podría argumentar que el País Chileno no es igual que el País Mapuche, el 
País Forstal no es igual al País Mapuche. El País Chileno es novel, el País 
Mapuche es milenario.” (Tricot, 2013, p.. 296). 
Dicho esto, quiero señalar que no considero que las luchas territoriales siempre 
ocurren en un modo blanco y negro. En su organización, los movimientos están 
fragmentados y dispersos (Zibechi 2012; veanse cuadro de Tricot, 2013 p. 
327). El punto clave es la dirección del movimiento: la organización consiste en 
permanecer en movimiento, moviéndose hacia una mayor autonomía territorial 
(Zibechi, 2012). Ese movimiento es una expresión de vivir constantemente en 
la frontera de dos mundos en constante (re-)construcción, lo que en el caso 
mapuche significa interpelar “las políticas asimilacionistas e integracionistas del 
Estado chileno para situarse, como una realidad al perecer ineludible , en las 
fronteras de la autonomía” (Tricot, 2013, p. 396). Y entonces, para dominar el 
movimiento, o contener la resistencia, sigue la necisidad por parte del estado 
chileno (o empresas extractivistas) de interrumpir ese intento de reconstruir un 
mundo (y país) autonomo. 
 
Co-optación – interrumpiendo el moviemiento de el movimiento 
En 1948, el sociólogo Philip Selznick introdujo el concepto de cooptación como 
un "estado de tensión entre la autoridad formal y el poder social" (Selznick 
1948, p.35). Los académicos han definido la cooptación como la capacidad de 
una corporación de "alinear los intereses de un grupo desafiante con sus 
propios objetivos" (Trumpy 2008, p.480). También, en investigación de 
marketing al consumidor, se entiende co-optación como el mercado capitalista 
transforma los símbolos y las prácticas de movimientos contraculturales a una 
constelación de mercancías de moda y estilos despolitizados que se asimilan 
fácilmente a la corriente principal de la sociedad (Thompson y Coskuner-Balli, 
2007, p.136). En el caso forestal extractivista, se verá mas adelante como las 
empresas usan esta táctica invulcrandose con productores locales y artesales 
para convertir su trabajo manual en productos de alto valor agregado, o como 
se usa el producto folklórico de la cultura indígena para comercializar el 
multiculturalismo a gran escala.  
El término es también usado en la literatura sobre organizaciones sin fines de 
lucro (Buchell y Cook, 2013, Trumpy 2008, Crane y Matten 2007). Sim 
embargo, ninguna de estas teorías considera cómo la cooptación también 
afecta territorialidades. La comprensión de la cooptación desde una perspectiva 
amplia, de redes estatales-corporativas-territoriales, es importante en el 
contexto de extractivismo, ya que los movimientos territoriales quienes resisten 
extractivismo surgen y se organizan a base de sus lazos al territorio que 
habitan (Ehrnström-Fuentes, 2016b). Adicionalmente, las relaciones del sector 
privado con Estado son fundamentales para legitimar el extractivismo, mientras 
el Estado aún mantiene el poder jurídico (y de coercion ‘legitima’) en los 
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territorios donde las empresas reclaman espacios para proyectos extractivos 
(Ehrnström-Fuentes y Kröger, obras en curso). 
Zibechi (2012) se dedica en gran medida a las discusiones sobre cómo los 
mecanismos de uso de la cooptación neutralizan los movimientos auto-
organizados y autónomos que emergen desde abajo. Como ejemplos de 
cooptación, menciona cómo la izquierda política ha contribuido al debilitarde los 
movimientos populares e indígenas invulcrando sus lideres en su programa de 
gobierno. También menciona cómo las organizaciones locales y líderes 
sociales son cooptados a nivel local a consejos de barrio controlados por el 
Estado. Además, listando los pobres en proyectos de desarrollo y mediante la 
implementación de políticas gubernamentales dirigidas a la reducción de la 
pobreza, el gobierno de izquierda puede controlar las luchas sociales desde 
abajo. También menciona maneras más sutiles de controlar los debates 
políticos, tales como la cancelación de reclamaciones, redirigiendo la atención 
sobre el tema que se disputa hacia temas que son del interés de los que 
gobiernan.  
Para evitar estas formas sutiles de co-optación y mantener su curso hacia la 
autonmía, los movimientos necesitan trabajar simultaneamente en tres 
dimensiones: 1) en el nivel imaginario donde el enfoque es descolonizar ‘el 
conocer’ y ‘el ser’ de constructos modernos, desligar el significado del territorio 
atraves de como saber y como se relaciona al lugar; 2) el movimiento en el 
nivel material, donde el enfoque es desligarse ‘del hacer’ dependiente de 
jerarqias de dominación o de extractivismo (de mercados globales a redes 
locales); Y 3) el movimiento en el nivel politico, construyendo nuevas formas de 
"política desde abajo" (Zibechi, 2012, p.127) que desafían las viejas formas de 
hacer política en las jerarquías del Estado-nación (deliberación).  
 
2.1. Gobernando territorialidades – dimension imaginario 
La imaginación personal y colectiva de cómo vivir la vida en territorios define 
los contornos de la lucha política en favor o en contra del extractivismo. En 
otras palabras, las imaginaciones vinculadas al lugar definen la aceptabilidad y 
la moralidad de los proyectos extractivos en el ámbito local (Ehrnström-Fuentes 
2016a). Esto significa que la forma en que las personas imaginan su lugar en el 
mundo ahora y en el futuro es fundamental para la gobernanza de los 
territorios. 
El concepto de colonialidad (Quijano 2000) es útil para exponer la sutil forma 
de gobernanza de imaginaciones. La colonialidad del conocimiento funciona a 
nivel de la epistemología cuando se da prioridad a la racionalidad moderna 
sobre otras formas de conocimiento. Al afirmar la validez universal (y la 
superioridad) esta racionalidad suprime las historias locales, los conocimientos 
locales y las practicas locales, y así mismo esta racionalidad restringe el campo 
de las posibilidades en términos de lo que se puede conocer (Mignolo, 2011). 
La "Colonialidad del Ser" (Maldonado-Torres 2007) se internaliza a nivel 
ontológico del subjeto y se refiere tanto a lo vivido, experimentado desde la 
colonización, como al impacto que esa colonización tiene sobre la mente, el 
lenguaje y los significados. Cuando las imaginaciones territoriales son 
gobernadas / cooptadas por la colonialidad, se producen subjetividades que 
creen en los beneficios de proyectos de desarrollo extractivos en sus propios 
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territorios (Escobar 2008), escondiendo la lógica de la colonidad o el 
sufrimiento colonial de los que están obligados a vivirlo. La colonialidad no se 
limita al uso de una determinada entidad (estatal o corporativa) sino que se 
reproduce en difrentes forma atraves de los discursos dominantes de la 
sociedad moderna (Mignolo, 2011).  
Misoczky y Böhm (2013) identifican las intervenciones a nivel imaginario que 
tienen lugar a través de retóricas corporativas y campañas publicitarias que 
promueven una "minería sostenible, participativa e inclusiva" y describen las 
operaciones mineras como "limpias, seguras y sostenibles" 327). Basándose 
en estos hallazgos, observan que "en las representaciones de los medios de 
comunicación, la minería suele presentarse como parte de la evolución de la 
humanidad, como expresión de evolución y progreso, como sinónimo de 
desarrollo. Se afirma que la minería tendría muchos impactos positivos para las 
economías locales, particularmente las que están situadas en territorios vacíos, 
en regiones económicamente deprimidas y sin otras oportunidades. Para estas 
regiones, los proyectos de mega-minería serían la única manera de salir de la 
pobreza. "(P. 327)  
Este extracto ilustra la relación enredada entre intereses corporativos y el 
estado-nación moderno: ambos están preocupados de reducir la pobreza y 
mejorar el desarrollo económico. Además al legitimar la minería como un medio 
para abolir la pobreza y crear oportunidades económicas, este tipo de "retórica 
moderna" (Mignolo 2011) contempla llenar los "territorios vacíos" con la 
imaginación moderna, mientras ignora otras historias y modos de vida que no 
siguen la misma lógica pero que habitan estos mismos territorios (Ehrnström-
Fuentes 2016a), territorios que están lejos de vacíos, solo absentes en el 
imaginario moderno (de Sousa Santos, 2013). 
 
2.2 Gobarnando territorios – la dimension material 
Que tipo de sistemas de producción están radicados en un lugar y todas las 
relaciones que el lugar tiene con los mercados capitalistas impactan de manera 
muy concreta cómo las comunidades se pueden movilizar y unirse contra la 
amenaza del extractivismo (Ehrnström-Fuentes 2016a). Reyes y Kaufman 
(2011) mencionan las ocupaciones de la tierra utilizadas por los zapatistas en 
México para garantizar y fortalecer su autonomía: "el nuevo territorio zapatista 
se convirtió no sólo en un escape de la explotación laboral directa y un medio 
independiente de subsistencia, para la creación de autonomía, para la 
creación, el sustento y el crecimiento de un sujeto colectivo auto-organizado 
"(p.519).  
Van den Hombergh (2004) ha señalado cómo la llegada de las plantaciones 
forestales en Costa Rica restringió y fijó a los productores locales al cultivo de 
sólo plantaciones de árboles en tierras que previamente habían sido capaces 
de cambiar los cultivos con el tiempo. Sus hallazgos muestran cómo los 
territorios se fijan una vez que la tierra ha sido ocupada por plantaciones de 
árboles que sirven a las necesidades e intereses corporativos.  
Entonces Gobernanza mediante intervenciones, sea atraves de la introduccion 
del modelo extractivista como tal o sea intervenciones complemetarios de 
programas de desarollo para el resto de la población, crea dependencias y 
suprime modos alternativos de subsistir, así restringiendo cómo la comunidad 
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puede reproducir sus vidas en su comunidad. También causan divisiones como 
señala Rivera Cusicanqui a base de sus observaciones en Bolivia: 
"El modelo de desarrollo depende de la expansión de el componente 
comercial de la economía comunitaria para resolver lo que considera 
como la" restricción "intrínseca del mundo indio. Peor aún, puesto que 
los programas no llegan a todas las familias, causan divisiones dentro de 
la economía Comunidades que, junto con la comercialización, 
aceleraron la descomposición de la estructura de la comunidad "(citado 
en Zibechi 2012, p.271, traducción de la autora) 
Este tipo de relaciones de dependencia se reproducen también cuando las 
corporaciones se encargan de los programas de desarrollo a través de las 
actividades utilizadas para asegurar una SLO en la comunidad (Costanza, 
2016; Jijileva y Vanclay, 2014; Sing, 2014). Sing (2015) describe cómo el tejido 
social en una comunidad cercana a una mina en Papua Nueva Guinea fue 
interrumpido cuando la compañía minera ofreció compensación a sólo una 
fracción de la comunidad local (un selecto grupo de terratenientes ). La división 
de las comunidades que reciben compensaciones también se ha observado en 
otras comunidades que enfrentan amenazas similares (Ehrnström-Fuentes 
2015; 2016a).  
Esto significa que los movimientos en territorios que ya están afectados por la 
presencia corporativa enfrentan límites materiales concretos en términos que 
pueden hacer. En primer lugar, los efectos en términos de desposesión de 
tierra (o naturaleza contaminada) destruye cualquier oportunidad de subsistir 
indepente de los mercados monetarios y obligan locales a buscar empleo en 
las mismas industrias extractivistas (Ehrnström-Fuentes, 2016). En segundo 
lugar, cuando los lugareños se convierten en ‘stakeholders’, como empleados o 
beneficiarios de programas de desarrollo, se crean dependencias y divisiones 
en la comunidad que debilitan la organización de resistencia unida y efectiva 
(Ehrnström-Fuentes, 2016c).  
 
2.3. Participatory politics -governing/Co-opting movements through the 
illusion of inclusion 
Gobernanza en la epoca neoliberal, global y multicultural es un concepto de 
amplio uso (y significancia). De Sousa Santos (2009) sostiene que la 
gobernanza como modo de hacer política se ha convertido en un modo 
primordial para gobernar a la gente. Este modo de gobernar surgió como una 
respuesta a las movilizaciones sociales desde los años sesenta y en la era de 
la globalización neoliberal (de Sousa Santos, 2009). Tanto Zibechi (2012) como 
De Sousa Santos (2009; 2013) muestran a través de su trabajo cómo el 
significado de la "autoridad" está cambiando rápidamente en un mundo 
globalizado donde los gobiernos nacionales están perdiendo su capacidad 
reguladora (ver también Palazzo y Scherer, 2006; Scherer y Palazzo, 2007; 
Lee y Romano, 2013). Es en este "vacío" de reglas globales donde las 
corporaciones han elaborado sus propios modos nuevos de formas 
autorreguladas de gobernanza (Scherer y Palazzo, 2006). Una de las formas 
de gobernanza autoregulador y privado es la iniciativa del Forestry Stewardship 
Council (FSC). FSC es una iniciativa de colaboración entre múltiples grupos de 
interes que en conjunto definen las normas de operaciones forestales 
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responsables (McDermotte, 2012, Mena y Palazzo, 2012, Moog et al 2014, 
Schephers, 2010). También se utilizan herramientas de gobernanza 
colaborativa específicas a nivel de las empresas, como por ejemplo consejos 
comunitarios y las audiencias públicas, donde la empresa busca ganar su 
legitimidad a través del dialogo con grupos de intreses locales. Entonces, los 
sistemas colaborativos buscan a través del dialogo fomentar el apoyo local 
para operaciones extractivistas mientras tambien marginalizan la resistencia 
(visible) (Costanza, 2016; Ehrnström-Fuentes, 2016b, Balch, próximamente). 
Sin embargo, lo que ocurre en la esfera de negociaciones políticas y 
deliberaciones públicas no está separado de la dimension imaginario y 
material. Los procesos políticos, los diálogos y los debates que pueden surgir 
en la esfera pública están contenidos y constreñidos por las imaginaciones 
dominantes y las posibilidades materiales concretas de el lugar en disputa 
(Ehrnström-Fuentes 2016a, 2016b). Cuando el imaginario moderno estructura 
lo que se percibe como deseable y racional, tambien marginaliza y excluye 
cualquier punto de vista procedente de aquellos que encarnan otros mundos de 
vida no modernos (De Sousa Santos, 2013; Ehrnström-Fuentes 2015, 2016a). 
Es así como la inclusión crea la ilusión de decisiones legimitas, mientras que 
las posibilidades de incidir en las decisiones finales son muy limitadas para 
aquellos cuya racionalidad se considera irracional o inferior en el proceso 
(Ehrnström-Fuentes, 2015, 2016a). Lee y Romano (2013) señalan cómo 
canalizar la participación de maneras que generan simpatía por los tomadores 
de decisiones, y enmarcando la acción individual como más viable que la 
acción colectiva, concluyendo que el acto de "deliberar sutilmente remodelar la 
autoridad contemporánea" (p.735). 
Entonces, los procesos participativos pueden ser utilizados como estrategias 
políticas para desmovilizar los movimientos. Ehrnström-Fuentes y Kröger 
(2017) han mostrado cómo los procesos participativos en del FSC silencian la 
disidencia a través del acto de deliberación (véase también Moog et al., 2014), 
afirmando que: "[e]n lugar de asegurar que una inversión se encuentre en un 
terreno ético y sostenible firme, libre de conflictos y aceptada localmente, el 
certificado coloca la realidad de un SLO rechazado en las sombras, y luego 
viste el escenario Como tener un SLO completo. "(página) 
Superando la ilusión de la inclusión, los movimientos deben encontrar 
estratégias políticas radicadas en el lugar y surgiendo desde abajo (Ehrnström-
Fuentes 2016b, 2016c, Escobar 2008, Kröger, 2014, Zibechi, 2012); reforzando 
así la unidad y las posiciones de diferencia hacia el imaginario dominante. La 
política se convierte en la organización social de la reproducción de la vida en 
comunidad, fortaleciendo las relaciones que hacen posible desvincularse 
conscientemente de los mercados globales (Ehrnström-Fuentes, 2016c). Tal 
política es una reterritorialización de los imaginarios del movimiento, 
conscientemente reconceptualizando lo que significa habitar los territorios, 
conectando la identidad con el territorio. Es allí donde las nuevas 
territorialidades politizadas pueden surgir, a base de experiencias, 
conocimientos e historias locales. La defensa del territorio y formas de estar en 
ese territorio es una expresión de la capacidad de la comunidad de responder 
(ability to respond) a amenazas externas (Ehrnström-Fuentes 2016c). Las 
estratégias para llegar a la sociedad en general no occurren en los espacios 
 302 
institucionalizados formales de las políticas partidarias y tradicionales (Zibechi, 
2012), o en los espacios formalizados de deliberción (Ehrnström-Fuentes, 
2016b), sino en las redes de territrotios en resistencia, subterráneas y 
translocales (Banerjee, 2011; McFarlane, 2009). 
En fin, se puede concluir que el SLO como modo de gobernar territorios surge 
de las relaciones multidimensionales enredadas entre estados, corporaciones y 




La metodología seleccionada es cualitativa en su diseño y sigue un enfoque de 
estudio en el que los casos se consideran sistemas conectados (en lugar de 
unidades organizacionales) con un enfoque en el tema específico que se 
estudia (Langley y Rowey, 2006). La definición de estudios de casos, como 
sistemas contectados (bounded system), ofrece flexibilidad en cuanto a los 
métodos de recolección de datos utilizados (Langley & Rowey, 2006). El 
material fue recolectado en múltiples etapas en un período de cuatro años 




























Cuadro 1: Fuentes del material y los cases elegidos para análisis. NOTA IMPORTANTE: 
Las entrevistas no han sido ejecutadas con movimientos en defensa de territorios sino con 
grupos defendiendo el mar de la amenaza de un ducto tóxico. Esto es importante tomar en 
cuenta al momento de ejecutar el analisis. Posiblemente emitir en este estudio visiones que 
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emergen del movimiento en si mismo y solo enfocado el los programas estatales/empresariales 
usados para asegurar el LSO en territorios mapuche. 
 
4. Antecedentes movimiento autonoma mapuche   
En Chile, el movimiento mapuche ha tomado diversas formas desde los 
primeros encuentros con los españoles. Sin embargo, sólo después de que el 
territorio habitado por los mapuche fue conquistado por las fuerzas chilenas en 
1883, los mapuches se vieron profundamente afectados por dos procesos 
entrelazados: las reducciones de territorios por la entrega de títutlos de merced 
, por una parte, y por otra, por la chilenización que afectaba las subjectividades, 
es decir las territorialidades (Tricot, 2013, p. 20, ver también Bengoa 2012, 
Pairican, 2013). Bengoa (2012) escribe: "La derrota mapuche significó la 
pérdida de su territorialidad, del reconocimiento de sus derechos sobre la tierra; 
Los chilenos - vencedores - no reconocían la propiedad indígena "(p.353). 
Observa que esto también significaba cambios en la forma en que reprodujeron 
su cultura (materialidad):  
“Al ser encerraqdos en pequenos retazos de tierra, debieron cambiar su 
sistema de producción…La sociedad (Mapuche) del siglo XIX era rica en 
ganados y esa riqueza se expresaba en la platería que hombres y 
mujeres usaban ostentosamente....La derrota significó pobreza; hoy día 
la sociedad mapuche es una sociedad pobre.” (p. 362-363) 
Así, ya en los primeros años después de la conquista, hubo fuertes intentos de 
integrar a los mapuches en la sociedad chilena en forma pacífica: a través de la 
"chilenización"; La evangelización, la educación y el servicio militar 
desempeñaron papeles centrales en los años anteriores a los setenta (Sierra, 
2010). También había leyes especiales diseñadas para proteger a los 
indígenas, siempre con el pretexto de asimilar a la población en la cultura 
dominante (Sierra, 2010, p.218). 
En la década de 1970, el gobierno de Allende preparó una reforma agraria con 
redistribución de la tierra a los pobres (incluido el Mapuche). Cuando Pinochet 
asumió el poder a través de un golpe militar en 1973, subastó estas tierras a 
compañías forestales privadas. Los bosques nativos fueron reemplazados por 
plantaciones de árboles industriales de pinos y árboles exóticos de eucalipto 
que agotaron la capa freática, causaron erosión del suelo y reemplazaron las 
especies nativas que fueron la base de la medicina mapuche, silvicultures y 
religión. 
Además, durante la dictadura de Pinochet, las políticas de inversión no tuvieron 
que tener en cuenta a los lugareños, ya que no había principios de democracia 
reinante durante este período y muchos territorios rurales marcados por la 
violencia estatal (Sierra, 2010). Esto significa que la difusión de las 
plantaciones masivas de la industria forestal en las Regiones de Araucanía, 
Bio-Bio y Los Lagos se llevó a cabo sin debates públicos ni diálogos locales de 
consentimiento (Aylwin, 2007). 
Desde el regreso de la democracia en 1990 se ha incrementado la presión 
sobre los territorios mapuches para que sirvan como comunidades de acogida 
de los recursos necesarios para crear crecimiento económico y desarrollo. A 
finales de los años noventa se generaron algunos de los conflictos más 
emblemáticos y visibles entre las comunidades y el Estado y las corporaciones 
extractivas, como la represa hidroeléctrica de Endesa con comunidades 
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Pehuenche en la región del Alto Bio Bio (Seguel, 2013) y el conflicto sobre el 
oleoducto con residuos tóxicos de una planta de celulosa de la comunidad 
costera de Mehuín (Seguel, 2007). Sin embargo, es la expansión del sector 
forestal en vastas áreas del territorio mapuche que más a llegado a influir en el 
surgimiento de una movilización mapuche masificada (Aylwin, 2007; Pairacan, 
2013; Tricot, 2013). 
 
En palabras de Aylwin (2000) 
Cabe señalar que las prácticas forestales de estas empresas, que hasta 
ahora se han basado en la destrucción del bosque nativo para la 
exportación de astillas y en la tala rasa para la plantación de especies de 
rápido crecimiento (Pinus radiata y Eucalyptus globulus23), han 
generado enormes impactos ambientales, entre ellos la erosión del 
suelo, la degradación y disminución de las fuentes de agua, y la 
significativa reducción de la flora y fauna con la que la cultura mapuche 
se ha relacionado desde antiguo. Todo lo anterior ha incidido en el 
empobrecimiento material y cultural de las comunidades mapuche y en 
la migración de sus integrantes hacia los centros urbanos 24 . No es de 
extrañar, entonces, que muchas de las movilizaciones y demandas 
mapuche en defensa de su derecho a la tierra y a un desarrollo 
compatible con su ambiente y cultura se hayan centrado en las 
industrias forestales que hoy los rodean. “ (Aylwin, 2000, p. ) 
 
A fines de la década de 1990, diferentes organizaciones mapuches empezaron 
a organizarse y trabajar hacia la autonomía (Aylwin 2007, Tricot, 2013, 
Pairacan, 2013). El movimiento entró en su modo activo con los 
acontecimientos de Lumako en 1997 (Pairacan, 2013; Tricot, 2013). A partir de 
ese momento se podría desnatualizar claramente esa lucha por la autonomía 
centrada en la creación de un mundo mapuche a las territorialidades, a las 
identidades que habitan territorios) y un país Mapuche, referente a la geografía 
concreta, o al territorio donde esta cultura puede ser practicada en su totalidad 
(Tricot, 2013). Por lo tanto, la lucha por la autonomía trata de restaurar la 
relación tradicional con el territorio en oposición a todas las estructuras 
invisibles de la sociedad jerárquica chilena quien niega el mundo originario en 
su totalidad (Tricot, 2013). Esto significa que la lucha por el territorio no debe 
ser interpretada como una lucha singular puramente étnica o nacionalista, sino 
que permite reconstruir el mundo mapuche, con sus valores, principios y tener 
el espacio que permite a los habitantes evolucionar como pueblo , la cultura y 
la sociedad (Tricot, 2013). 
A partir de 2000, la lucha comenzó a tomar formas más visibles como acción 
directa para recuperar el territorio mapuche (Pairican, 2013; Aylwin 2007). Este 
es también el momento en que el movimiento se vuelve más visible en la 
política nacional (Aylwin 2007, Pairacan, 2013). En el cambio de milenio las 
movilizaciones habían crecido tan fuerte que el Presidente Lagos (1999-2005) 
necesitaba abordar ‘el problema indígena’ (Aylwin, 2007, p.24) utilizando una 
estrategia doble orientada por un lado a ‘beneficiar’ a la población originaria 
mientras por otro  reprimiendo a los grupos radicales que amanezaban el 
desarrollo y el model economico neoliberal (Aylwin, 2007). Por lo tanto, el 
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gobierno de Lagos introdujo en 2001 el "Nuevo Trato", en el que el componente 
central era impulsar un desarrollo con identidad (‘desarollo con identidad’) a 
través de la educación, el fortalecimiento sociocultural de los pueblos 
originarios, y la restitución de la tierra y el agua al pueblo mapuche (Aylwin 
2007). Los proyectos fueron diseñados y dirigidos hacia áreas con conflictos 
más activos (Bello, 2007, p.221). Sin embargo, Lagos (al igual que todos los 
presidentes democráticamente electos después de la dictadura) siguieron 
respetando el modelo económico, "con su política de apertura de la ecnomía 
chilena a los mercados internacionales, siguió respaldando proyectos de 
inversión radicados en los territorios de los pueblos indígenas, Imponiendo su 
visión del desarrollo sobre las comunidades afectadas por los proyectos de los 
exámenes "(Aylwin, 2007) 
En esta batalla entre quién tiene derecho a reclamar territorios y territorios (el 
Estado-nación desarrollista versus nación indígena revitilizada) las 
corporaciones han asumido un papel secundario, aunque es su presencia, y los 
efectos adversos de sus operaciones  que es central a los conflictos en 
territorios (Aylwin, 2007; Pairacán, 2013; Seguel, 2007: Tricot; 2013). Desde 
que la criminalización del movimiento se ha vuelto más criticada por las 
organizaciones internacionales, y las empresas forestales han sido impactados 
por mobilizaciones de ciudadanos (por ejemplo, el surgimiento del grupo 
‘Acción por los Cisnes´ después que la empresa Arauco estuvo involucrada en 
la crisis emblemática de la muerte del cisne de cuello negro cerca de su fábrica 
de celulosa en Valdivia en 2004-2005) ambas empresas han respondido 
invirtiendo en CSR adicional y programas de “buenos vecinos”en las 
comunidades locales (entrevistas personales, Valdivia y Santiago, 2012).  
Sin ignorar las formas de violencia brutal de parte del Estado que han dejado a 
las comunidades traumatizadas y vulnerables (González et al., 2007), en este 
studio me enfocaré en las estrategias benevolentes, o las "zanahorias" (Aylwin, 
2007, p. 25) . del Estado y las corporaciones que han servido para desmovilizar 
la resistencia y con el objetivo de establecer un LSO a favor de estas 
inversiones en las zonas de conflicto. En la discusión voy a volver a discutir el 
enlace entre un LSO con la criminalización del movimiento y los efectos de 




4.1 gobernando imaginarios y territorialidades 
Programas estatales 
• Sistema educativa, 1910-  
• Ministerio de Educación, Programa Educación Intercultural Bilingue 
(PEIB) (Webb and Radcliffe, 2013) 
• CONADI: Fondo Desarrollo Indigena; Fondo Cultura Educación, 2002 
• Programa Orginarios, financiado por prestamo del BID, 2002- 
Programas empresariales 
• Programa de Música de Forestal Mininco, denominado “Un Puente entre 
la Comunidad y su Cultura”, 2007- 40 comunas  
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• Las iniciativas de educación de ARAUCO: la Fundación Educacional 
Arauco, los colegios Constitución, Cholguán y Arauco, el apoyo a la 
Fundación Belén Educa y los programas de fomento a la cultura. 
•  Programas dirigidos a comunidades Mapuche especificamente:  
• Programa Permanente de Capacitación en Cultura Mapuche  
• Registro e Identificación de comunidades mapuches relacionadas con 
Forestal Arauco  
• “Talleres Tecnológicos de Mehuín” busca vincular a los jóvenes, las 
nuevas tecnologías de la comunicación y la información.  
4.2. Gobernando materialidades y territorios 
Estatal: 
• Fondo de Tierras Indígenas de CONADI 
• CONAF (?) 
• Politica del estado de distribución de ingresos, politicas neoliberales 
(manteniendo comunidades rurales empobrecidos) 
Empresarial: 
• Mininco: Proyecto » Emuladores  
• Mininco Proyecto » Frambuesas en Rewe  
• Arauco: Emprendimiento y Empleo Local 
• Aracuo: Infraestructura y Vivienda:  
• Arauco: Compatibilidad y Diversificación Productiva 
 
4.3 Gobernando procesos politicos 
Estatal 
• CONAMA, EIA, Audiencias publicas, 1997- 
• CONADI, CIudadania participativa 
Multi-iniciativa 
• FSC, audiencias publicas 
Empresarial 
• Proyecto » Consultas Comunidad, Forestal Mininco  
• Consulta Previa de Operaciones Forestales, Arauco 
• Encuentros Públicos con Partes Interesadas, Arauco 
• Consulta Comunitaria Comunidades Mapuche, Arauco  
• Mecanismo para la gestión de quejas y resolución de controversias con 
comunidades Mapuche, Arauco 
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